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sanitaria competente en el mismo sitio y entregados a la institución objeto de la sanción,
quien se encargará de incinerarlos bajo la supervisión de la autoridad sanitaria, de confor-
midad con lo establecido en la reglamentación vigente.

Será realizado por el funcionario designado para el efecto, de la diligencia se levantará
acta por triplicado, la cual suscribirán los funcionarios o personas que intervengan en la
misma. Copia del acta se entregará a la persona a cuyo cuidado se hubieren encontrado los
bienes decomisados.

Si la autoridad sanitaria establece que los bienes decomisados no ofrecen peligro para
la salud pública, estos podrán ser destinados a instituciones de utilidad común sin ánimo de
lucro.

4. Suspensión o cancelación del registro sanitario. El Instituto Nacional de Vigilancia
de Medicamentos y Alimentos, Invima, o la autoridad sanitaria competente, podrá mediante
resolución motivada, decretar la suspensión o cancelación del respectivo registro, con base
en la persistencia de la situación sanitaria objeto de las anteriores sanciones, en la gravedad
que represente la situación sanitaria o en las causales determinadas en el presente decreto.

A partir de la ejecutoria de la resolución por la cual se imponga la suspensión o
cancelación de los respectivos registros sanitarios, no podrá fabricarse ni comercializarse el
producto objeto de la medida.

4.1 Suspensión del registro sanitario. La suspensión de los registros sanitarios mediante
la privación temporal del derecho conferido a través de su expedición y según la gravedad
de la falta, no podrá ser inferior a tres (3) meses ni superior a un (1) año, lapso en el cual el
titular del registro debe solucionar los problemas que originaron la suspensión. Esta sanción
se podrá levantar siempre y cuando desaparezcan las causas que la originaron.

La suspensión del registro sanitario del producto conlleva además, el decomiso del
producto y su retiro inmediato del mercado, por el término de la suspensión.

El registro sanitario será suspendido por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medica-
mentos y Alimentos, Invima, por las siguientes causales:

a) Cuando la causa que genera la suspensión de funcionamiento de la fábrica que elabora,
procesa o envasa el producto de uso específico, afecte directamente las condiciones
sanitarias del mismo;

b) Cuando las autoridades sanitarias en ejercicio de sus funciones de inspección,
vigilancia y control encuentren que el producto de uso específico que está a la venta al
público no corresponde con la información y condiciones con que fue registrado;

c) Cuando las autoridades sanitarias en ejercicio de sus funciones de inspección,
vigilancia y control encuentren que el producto de uso específico que está a la venta al
público no cumple con las normas técnico-sanitarias expedidas por el Ministerio de la
Protección Social u otras que se adopten.

4.2 Cancelación del registro sanitario. La cancelación del registro sanitario conlleva
además, que el titular no pueda volver a solicitar registro sanitario para dicho producto,
durante el año siguiente a la imposición de la cancelación.

La cancelación del registro sanitario lleva implícito el decomiso del producto de uso
específico y su retiro inmediato del mercado.

El registro sanitario será cancelado por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medica-
mentos y Alimentos, Invima, por las siguientes causales:

a) Cuando la autoridad sanitaria en ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia
y control encuentre que el establecimiento en donde se fabrica, procesa, elabora o envasa el
producto de uso específico, no cumple con las condiciones sanitarias y las Buenas Prácticas
de Manufactura señaladas en el artículo 7° del presente decreto;

b) Cuando la autoridad sanitaria en ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia
y control encuentre que los productos de uso específico que están a la venta al público,
presentan características fisicoquímicas y/o microbiológicas que representan riesgo para la
salud de las personas;

c) Cuando por deficiencia comprobada en la fabricación, procesamiento, elaboración,
envase, transporte, distribución y demás procesos a que sean sometidos los productos de uso
específico, se generen situaciones sanitarias de riesgo para la salud de las personas;

d) Cuando haya lugar al cierre definitivo del establecimiento que fabrica, procesa,
elabora o envasa los productos de uso específico.

5. Cierre Temporal o definitivo de establecimientos o edificaciones: En los eventos
en que mediante amonestación, multa o decomiso, no haya sido posible obtener el
cumplimiento de las disposiciones infringidas, se impondrá sanción de cierre temporal o
definitivo, total o parcial, poniendo fin a las tareas que en ellos se desarrollan, este podrá
ordenarse para todo el establecimiento o sólo, para una parte o un proceso que se desarrolle
en él.

Será impuesto mediante resolución motivada expedida por el Instituto Nacional de
Medicamentos y Alimentos, Invima, o por las autoridades sanitarias competentes y será
temporal si se impone por un período previamente determinado por la autoridad sanitaria
competente, el cual no podrá ser superior a seis (6) meses y definitivo cuando no se fije un
límite en el tiempo.

Habrá lugar al cierre del establecimiento fabricante, en los siguientes casos:
a) Cuando se utilicen indebidamente o en forma inadecuada, sustancias peligrosas para

la salud;
b) Cuando no cumpla con las Buenas Prácticas de Manufactura;
c) Cuando no cumpla con las Buenas Prácticas de Abastecimiento.
Artículo 44. Notificación de las sanciones. Las sanciones impuestas mediante resolución

motivada deberán notificarse personalmente al afectado o a su representante legal o a su
apoderado, dentro del término de los cinco (5) días hábiles posteriores a su expedición,
contra el acto administrativo en mención proceden los recursos de ley conforme a lo
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo.

Parágrafo. Si no pudiere hacerse la notificación en forma personal se deberá surtir
mediante edicto, conforme a lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo.

Artículo 45. Recursos. Contra las decisiones que impongan una sanción proceden los
recursos de reposición dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de la
respectiva notificación, el cual deberá ser presentado ante la misma autoridad que expidió
la providencia

Artículo 46. Traslado de la diligencia. Cuando como resultado de una investigación
adelantada por una autoridad sanitaria, se encontrare que la sanción es de competencia de
otra autoridad, deberán remitirse a ella las diligencias adelantadas para lo que sea pertinente.
Cuando se deban practicar pruebas fuera de la jurisdicción de la Dirección Territorial
respectiva, que se encuentre adelantando un procedimiento sancionatorio, el Director de la
misma podrá comisionar al de otra dirección para su práctica, caso en el cual señalará los
términos apropiados.

Artículo 47. Consecuencias del cierre del establecimiento. El cierre del establecimiento
implica la suspensión del Certificado de Cumplimiento de Buenas Prácticas de Manufactura
(BPM) que haya sido expedido por la autoridad sanitaria competente.

Asimismo, dará lugar a la cancelación de los registros sanitarios de los productos que en
él se elaboren, almacenen y/o acondicionen y del cual o de los cuales sea titular el
establecimiento o su propietario.

Artículo 48. Cumplimiento de la sanción de cierre. La autoridad sanitaria deberá adoptar
las medidas pertinentes para la ejecución de la sanción, tales como la aposición de sellos,
bandas u otros sistemas apropiados y deberá dar publicidad a los hechos que como resultado
del incumplimiento de las disposiciones sanitarias, deriven riesgo para la salud de las
personas con el objeto de prevenir a los usuarios, sin perjuicio de la responsabilidad civil,
penal o de otro orden en que pudiera incurrirse con la violación de la presente reglamentación
y de las demás disposiciones que la modifiquen o adicionen.

A partir de la ejecutoria de la resolución mediante la cual se imponga el cierre, no podrá
desarrollarse actividad alguna, salvo la necesaria para evitar el deterioro de los equipos o la
conservación del inmueble. El cierre implica que no podrán venderse los productos que en
el establecimiento se elaboren, almacenen y/o acondicionen.

Artículo 49. Término de las sanciones. Cuando una sanción se imponga por un período
determinado, este empezará a contarse a partir de la fecha de ejecutoria de la providencia que
la imponga y se computará para efectos de la misma, el tiempo transcurrido bajo una medida
sanitaria de seguridad o preventiva.

Artículo 50. Publicidad de las sanciones. Cuando del incumplimiento del presente
decreto se deriven riesgos para la salud de las personas, podrá darse a conocer tal
circunstancia con el fin de prevenir a los consumidores de dichos productos.

Artículo 51. Autoridades de policía. Las autoridades de policía del orden nacional,
departamental o municipal, prestarán toda su colaboración a las autoridades sanitarias en
cumplimiento de sus funciones.

TITULO IX
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 52. Transitorio. Los productos que reúnan las condiciones para ser clasificados
como productos de uso específico y que se les haya otorgado registro sanitario como
alimentos, medicamentos o fitoterapéuticos sin serlo, deberán ajustarse a la reglamentación
vigente, dentro de los doce (12) meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia del
presente decreto. El incumplimiento de este plazo dará lugar a la aplicación de las medidas
sanitarias y a la iniciación del proceso sancionatorio correspondiente.

Artículo 53. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial el literal b) del
artículo 12 del Decreto 337 de 1998.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 11 de octubre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA

DECRETOS

DECRETO NUMERO 3611 DE 2005

(octubre 10)
por medio del cual se modifica y adiciona el Decreto 160 de enero 22 de 2004,

en relación con el Fondo Especial de Energía Social.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constituciona-

les y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución
Política y el artículo 118 de la Ley 812 de 2003,

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese la definición de Zonas de Difícil Gestión o Comunidad de

Difícil Gestión contenida en el artículo 1° del Decreto 160 de enero 22 de 2004, en los
siguientes términos:

“Zonas de Difícil Gestión o Comunidad de Difícil Gestión: Es un conjunto de usuarios
ubicados en una misma área geográfica conectada al Sistema Interconectado Nacional,
delimitada eléctricamente, que presenta durante el último año, una de las siguientes
características: (i) cartera vencida mayor a noventa días por parte del cincuenta por ciento
(50%) o más de los usuarios pertenecientes a la comunidad, o (ii) niveles de pérdidas de
energía superiores al cuarenta por ciento (40%) respecto a la energía de entrada a la parte del
sistema de distribución local que atiende exclusivamente a dicha comunidad; y siempre y
cuando el distribuidor de energía eléctrica o el Comercializador de Energía Eléctrica
demuestre que los resultados de la gestión han sido negativos o han sido infructuosos por
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causas no imputables a la propia empresa. Dichos indicadores serán medidos como un
promedio móvil de los últimos 12 meses. Para que una empresa demuestre las anteriores
características, deberá acreditarlo ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domici-
liarios, mediante una certificación expedida por los auditores externos, para aquellas
empresas obligadas a contratar dicha Auditoría y, para las empresas no obligadas a tener
auditor externo, mediante una certificación expedida por el representante legal. En todo
caso, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios podrá en cualquier momento
verificar el cumplimiento de los anteriores requisitos”.

Artículo 2°. La Zona o Comunidad de Difícil Gestión podrá mantener los recursos del
FOES con posterioridad a la fecha en que obtenga su reconocimiento como tal, conforme con
lo establecido en el Decreto 160 de enero 22 de 2004, siempre y cuando se cumplan las
siguientes reglas:

1. La Zona o Comunidad de Difícil Gestión deberá presentar una mejora en los índices
de cartera o de pérdidas de energía para continuar percibiendo del FOES, el mismo
porcentaje del valor a cubrir por Kilovatio-hora que le fue asignado una vez obtuvo su
reconocimiento como tal.

2. No obstante la definición contenida en el artículo primero de este Decreto, podrán
aceptarse porcentajes inferiores a los allí establecidos, siempre y cuando hayan sido
registrados como Zona o Comunidad de Difícil Gestión cumpliendo con los límites
estipulados en dicha definición y se encuentren en un plan de mejoramiento de sus índices
de cartera o pérdidas, sólo hasta por cuatro (4) vigencias posteriores al cumplimiento de los
límites contemplados en la definición o hasta el agotamiento del FOES. Para determinar el
porcentaje que cada Zona o Comunidad de Difícil Gestión debe mejorar en sus índices de
cartera o de pérdidas de energía, se tendrá como referencia los porcentajes de pérdidas de
energía o de cartera de registro como Area Especial y se clasificará en uno de los rangos que
se relacionan en las siguientes tablas:

Cartera vencida mayor a 90 días por parte del: * % a mejorar **

70% o más de los usuarios 15%
Mayor o igual a 60% y menor de 70% 14%
Mayor o igual a 50% y menor de 60% 13%
Mayor o igual a 40% y menor de 50% 12%
Mayor o igual a 37.5% y menor de 40% 11%
Mayor o igual a 35% y menor de 37.5% 10%
Mayor o igual a 32.5% y menor de 35% 9%
Mayor o igual a 30% y menor de 32.5% 8%

Nivel de Pérdidas de Energía * % a mejorar **

Mayor o igual al 60% 15%
Mayor o igual al 50% y menor del 60% 14%
Mayor o igual al 40% y menor del 50% 13%
Mayor o igual al 35% y menor del 40% 12%
Mayor o igual al 32.5% y menor del 35% 11%
Mayor o igual al 30% y menor del 32.5% 10%
Mayor o igual al 27.5% y menor del 30% 9%
Mayor o igual al 25% y menor del 27.5% 8%
* Promedio móvil de los últimos 12 meses.
** Porcentaje anual respecto del nivel de cartera o pérdidas al término de cada vigencia

o del registro inicial ante el SUI, en cuyo caso se hará proporcional al número de meses desde
su inscripción al término de dicha vigencia.

El Indice de Pérdidas corresponde a la definición vigente dada por la Superintendencia
de Servicios Públicos Domiciliarios.

3. Conforme con el rango que le corresponda a cada Zona o Comunidad de Difícil
Gestión de acuerdo con las anteriores tablas, a cada una de ellas se le asignará el porcentaje
mínimo del programa previsto a partir del punto de referencia para determinar la mejora que
deberá cumplir cada Zona o Comunidad de Difícil Gestión al final de cada vigencia a partir
de su fecha de registro ante el SUI. Para la vigencia siguiente se clasificará con el índice al
término de la vigencia anterior. Y así sucesivamente mientras esté vigente el FOES
conforme con el artículo 5° del Decreto 160 de enero 22 de 2004.

4. Para la aprobación del registro como Zona o Comunidad de Difícil Gestión, de
requerirse para lograr el mejoramiento a que hace referencia el presente artículo, las
empresas comercializadoras suscribirán un Plan de Mejoramiento con la comunidad que
remitirán a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. Dicho plan de mejo-
ramiento deberá actualizarse dentro de los tres (3) primeros meses de cada vigencia y su
cumplimiento se hará con base en el informe anual que deberá presentar el Auditor Externo
o la certificación del Representante Legal en su defecto.

5. El Comercializador de Energía Eléctrica respectivo deberá demostrar que la Zona o
Comunidad de Difícil Gestión que atiende, obtuvo una mejora en el índice de cartera o de
pérdidas de energía, el cual deberá corresponder, como mínimo, al porcentaje que se indica
en la respectiva tabla, según el registro inicial de cada Zona o Comunidad de Difícil Gestión,
y así sucesivamente para los años siguientes hasta llegar al porcentaje del ocho por ciento
(8%) que se mantendrá constante.

6. Corresponde al Auditor Externo del Comercializador de Energía Eléctrica, para
aquellas empresas obligadas a contratar dicha auditoria, o al Representante Legal para las
empresas no obligadas a tener Auditor Externo, certificar el cumplimiento de las metas a que
se refiere el presente artículo, mediante el envío de un informe de cumplimiento de metas,
el cual deberá reportarse ante el SUI de la Superintendencia de Servicios Públicos
Domiciliarios al término de cada vigencia, a partir del mes de registro inicial de cada Zona
o Comunidad de Difícil Gestión.

7. Un usuario registrado dentro de una Zona o Comunidad de Difícil Gestión al ser
atendido por otro comercializador, pierde el beneficio del FOES al perderse las condiciones
de usuario comunitario de dicha zona.

Artículo 3°. Las Zonas o Comunidades de Difícil Gestión que no cumplan con las metas
a que se refiere el artículo anterior, se les reducirá su beneficio del FOES, en el año siguiente,
en un veinticinco por ciento (25%) del monto promedio de energía social reconocido en el
año anterior. Dicho porcentaje será acumulativo en los años siguientes en la medida que
continúe el incumplimiento de las metas, hasta la pérdida total del beneficio. Perdido parcial
o totalmente el beneficio podrá ser recuperado en el mismo porcentaje anual con el
cumplimiento de las metas de cada año.

Artículo 4°. El Comercializador de energía eléctrica que atienda una Zona o Comunidad
de Difícil Gestión que sea beneficiaria del FOES, deberá diseñar y desarrollar un programa
de capacitación a la comunidad en el cual le informe, entre otros, los siguientes temas:

(i) Duración que tendrá el FOES;
(ii) Las razones por las cuales se pueden perder los beneficios del FOES, y
(iii) El monto de los beneficios a los cuales se hará acreedor cada uno de los usuarios

ubicados en la Zona o Comunidad de Difícil Gestión.
Artículo 5°. Los Comercializadores de Energía Eléctrica que atiendan Zonas o Comu-

nidades de Difícil Gestión y celebren Acuerdos de Pago con sus usuarios, podrán aplicar los
recursos del FOES al pago de dicho acuerdo.

Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de su publicación en el Diario Oficial,
modifica parcialmente el artículo 1° del Decreto 160 de enero 22 de 2004 y adiciona en lo
pertinente dicho decreto reglamentario.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 10 de octubre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.
El Ministro de Minas y Energía,

Luis Ernesto Mejía Castro.

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO

DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

DECRETOS

DECRETO NUMERO 3626 DE 2005

(octubre 10)
por el cual se reglamenta el Decreto-ley 765 de 2005.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constituciona-
les y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución
Política y el Decreto-ley 765 de 2005,

DECRETA:
CAPITULO I

Empleo y perfil del rol

Artículo 1°. De las funciones y de los perfiles del rol de los empleos. La Unidad
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN a través de
La Subsecretaría de Desarrollo Humano o quien haga sus veces, en coordinación con las
áreas funcionales de operación y de apoyo definirá y actualizará las funciones y responsa-
bilidades de los empleos; el perfil del rol y las agrupaciones de los mismos según su nivel
de complejidad; y su consecuente ubicación en las áreas funcionales y procesos del Sistema
Específico de Carrera, los cuales serán adoptados por el Director General mediante acto
administrativo.

Para la actualización de los perfiles se tendrán en cuenta los cambios tecnológicos,
legales, administrativos, estructurales o de los procesos de la entidad.

Artículo 2°. Descripción del perfil del rol. El perfil del rol, constituye uno de los
componentes del empleo de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y
Aduanas Nacionales, DIAN. De conformidad con el artículo 19 del Decreto-ley 765 de 2005,
el perfil del rol incluirá en su descripción los siguientes aspectos:

2.1 Comportamientos que se requieren para crear una cultura de excelencia en el
desempeño.

Se refieren a las competencias que habilitan al individuo para su desempeño en el
empleo.

2.2 Habilidades técnicas y conocimientos para lograr las metas. Se refieren a la
naturaleza de los conocimientos y aplicación de los mismos, que exige el desempeño del
empleo.

2.3 Requisitos de estudio y experiencia. Se entiende como las exigencias adicionales que
se requieran para el desempeño del empleo.

2.4 Objetivos, metas y mediciones de la posición del empleo. Entendidos como la
desagregación cuantitativa a nivel de cada empleo, según su nivel de complejidad y
responsabilidad, de las metas y objetivos estratégicos de la entidad.

2.5 Indicadores verificables. Referidos a los indicadores de gestión, impacto y resultado
que evidencien de una manera objetiva, el cumplimiento de la finalidad o productos
esperados del empleo.

2.6 Impacto del empleo. Referido a la incidencia e implicaciones, cuantitativas o
cualitativas que tiene el mismo en los resultados de la entidad.

Artículo 3°. Aplicación del perfil del rol. El perfil del rol de los empleos se tendrá en
cuenta, entre otros aspectos, para:

3.1 Orientar los procesos de selección, evaluación, capacitación, planes de carrera y
movilidad.

3.2. Evaluar el ajuste entre el perfil del empleado y el perfil del rol.


